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			INTRODUCCIÓN


			El modo en que se habla de justicia global en nuestros días resulta algo paradójico. Al tiempo que se pretende que nos comprometa con los otros como testigos cotidianos de las privaciones de bienes básicos con las que viven millones de personas, de los enormes desequilibrios económicos y de poder, de las corruptelas políticas, de las situaciones de opresión y censura atroces que cruzan nuestras fronteras, muchos de los enfoques teóricos globales contemporáneos nos invitan a la superación de los paradigmas democráticos y de derechos tradicionales en aras de modelos tenues, de universalismos concretos o de mínimos sociales. No se abjura de la universalidad pero, al tiempo, se buscan modelos que articulen la realidad de la globalización y la gobernanza. El eterno ideal cosmopolita se transforma en nuestros días en una variedad de cosmopolitismos discrepantes que tratan de adaptarse a las nuevas necesidades y circunstancias. El cosmopolitismo de la realidad, inevitable e inconsciente de cruces forzados o involuntarios de fronteras que critica Ulrich Beck; el cosmopolitismo abstracto y desarraigado de la desafección privilegiada e irresponsable; los cosmopolitismos religiosos o ideológicos que extienden sus solidaridades internas por encima de las fronteras nacionales1; o el cosmopolitismo enraizado o vernáculo consciente de la relevancia de nuestras múltiples y diversas dependencias. 


			En singular el sueño cosmopolita se invoca para reafirmar los valores universales que sirven a la fundamentación última de normas diseñadas al margen de nuestras experiencias particulares. Los requerimientos prácticos que derivan de tales normas pueden resultar excesivamente exigentes en el contexto actual pero no por ello dejan de concebirse un a priori necesario para aproximarse a los problemas de la justicia global. Frente a la tendencia al pragmatismo o al escepticismo que recorre gran parte de las reflexiones teóricas globales, resurgen en nuestros días voces que consideran llegado el momento de hacer valer los principios racionales de una ética para la esfera global. La ética del discurso, la racionalidad ilustrada cosmopolita, la idea de capacidad moral como contenido básico de la dignidad humana o el contractualismo renovado, tratan de ofrecer una fundamentación universalista sensible a la realidad global de nuestro tiempo pero capaz de trascenderla y proporcionarnos una ética con el suficiente grado de generalidad y abstracción como para perdurar indefinidamente.


			La ética del discurso propone, junto a su método comunicativo, la asunción de una responsabilidad solidaria en la configuración de las condiciones institucionales para la aplicabilidad del principio de consenso en el contexto transnacional. Tal modelo de corresponsabilidad constituye el contenido de una ética universal que pretende servir a la crítica de la legitimación del marco institucional existente.


			El cosmopolitismo de raíces estoicas e ilustradas vuelve con fuerza renovada no sólo a nuestras tesis normativas sino también a nuestras actitudes y estéticas, proporcionando una base normativa al compromiso ético y político universalista: la pertenencia primero y ante todo de cualquier individuo por igual a la humanidad común, fuente primaria de deberes morales, y la razón como fuente de imparcialidad que somete a crítica las pertenencias particulares carentes de fundamentación autónoma. La universalidad va más allá de la idea de consenso para aparecer como una unidad de valores a los que se dota de contenido racionalmente, al margen y por encima de las tradiciones, culturas y convenciones concretas.


			El “enfoque de las capacidades” deriva de las ideas de dignidad y sociabilidad humanas, un modelo normativo universal en el que la base del respeto a cada individuo reside en su capacidad para vivirla satisfactoriamente. Es la igualdad de capacidades la que garantiza la libertad individual, lo que la convierte en el contenido de una obligación universal.


			Finalmente, como ocurrió con su Teoría de la justicia en el debate ético normativo, de nuevo la aportación de John Rawls fue la que reanimó la discusión normativa sobre los problemas globales. Algunos de los más relevantes cosmopolitas del panorama actual se sirven de la metodología contractualista para fundar los principios de justicia universales que han de orientar la conformación de la estructura institucional global a partir de la igual consideración moral de todos los individuos. Esta estructura permite fundar principios exigentes que obligan a cuestionarse el régimen internacional contemporáneo en términos de justicia y no meramente humanitarios.


			Las aportaciones anteriores parten de la reflexión filosófica para reformular el sentido del universalismo en relación con los problemas globales. La preocupación teórica se acompaña de un interés en plantear modelos de justicia y legitimidad que permitan evaluar la situación presente. Pero su apego a consensos ideales o a la humanidad en abstracto genera modelos normativos rígidos difícilmente adaptables a un contexto global de complejos vínculos e interconexiones. La preocupación por los otros debería convertirse en una preocupación práctica orientada a la acción, encaminada a superar las graves privaciones y desequilibrios de poder que nos asolan. La orientación pragmática de algunos modelos de justicia global les obliga a buscar complicados compromisos entre proyectos normativos dispares, tratando de alcanzar la universalidad desde la particularidad. Las opciones a un universalismo abstracto de sólida fundamentación son propuestas de una moralidad global más débil y condicionada. La propuesta del Derecho de gentes de Rawls, compatible con regímenes estatales diversos, trata de ser un modelo realista para el ámbito internacional sensible a los vínculos de afinidad vigentes en las instituciones y prácticas compartidas. La moralidad tenue de Michael Walzer, de mínimos morales compartidos, deriva su fundamentación de la experiencia particular y diferenciada y es compatible con un modelo maximalista de principios morales con significados culturalmente determinados. El cosmopolitismo “parcial” o “arraigado” supone un compromiso con el mundo como conjunto de experiencias transnacionales concretas, conforme al que la progresiva expansión del “nosotros”, a medida que vaya incluyendo el mayor número posible de extraños, será la que generará un sentido de universalidad. Todas estas propuestas invitan a la comunicación y la conversación transnacionales que generen progresivamente el contexto institucional idóneo para la coordinación y la solución de problemas comunes.


			Plantear un universalismo sensible al significado que las prácticas otorgan a los principios universales parece una opción razonable en el contexto actual. Pero aboca al cosmopolitismo a convertirse en una normatividad débil, tanto por estar orientada a un marco institucional cuya configuración flexible y plural, además de no coercitiva, genera una menor demanda de legitimidad, como porque requiere un contenido de mínimos que sea compatible con la diversidad. El cosmopolitismo arraigado renuncia al diseño de un mundo abstracto para lograr convergencias prácticas.


			No obstante, la organización política y jurídica de nuestra vida social se ha desarrollado siempre en claro contraste con el ideal ético universal. Incluso en la tradición liberal, las comunidades político-jurídicas se han desplegado en los límites de comunidades, sean éstas ciudades, regiones o Estados, que organizan la representación, rendición de cuentas y participación democráticas. El cosmopolitismo institucional no es, en este sentido, una excepción, puesto que su finalidad es el diseño de instituciones para un ámbito concreto, el ámbito transnacional, con sus peculiaridades y necesidades propias.


			Siendo el contexto global un contexto plural y fragmentado resultaría difícil encorsetarlo en el modelo tradicional de autoridad jerárquica. La democracia global debería moldearse sobre la base de una autoridad política plural. No obstante, evitar que sea sin más el resultado de la progresiva transnacionalización autónoma de los sectores dominantes exige mecanismos de dirección y control que orienten el proceso hacia objetivos sustantivos concretos. El diseño institucional adecuado para el desarrollo de tales principios está necesariamente comprometido con el contexto histórico al que se dirige. El cosmopolitismo se orienta a diseñar modelos transnacionales de organización político-jurídica en función de las posibilidades que ofrece la realidad global.


			En este sentido, la perspectiva de la justicia global nos permite concebir la democracia como un proceso inacabado, en el que se va desarrollando su capacidad para expandir progresivamente la ciudadanía. Del mismo modo que un concepto no puramente procedimentalista de democracia concibe la esfera pública como un elemento definitorio de la misma, las instituciones supraestatales pueden, a pesar de sus graves déficits democráticos, reforzar y expandir algunas de las dimensiones de las democracias nacionales. La democracia estatal se prolonga, así, en instrumentos transnacionales que se van construyendo de modo voluntario. La opción por un cosmopolitismo arraigado nos salva del peligro de que esa construcción de un orden global se haga sólo sobre la base de razones meramente prudenciales, por temor a los riesgos globales y la mutua protección, y nos anima a que la consecución progresiva de un orden global responda a la expansión de nuestros sentimientos hacia los otros y de los valores que compartimos.


			Desde esta perspectiva, los ejemplos de democracia transnacional que conocemos se pueden concebir como grandes empeños colectivos producto de voluntades concretas capaces de impulsar un proyecto inclusivo. Es la idea de Europa que reflejó Mark Leonard como un nuevo modelo de organización, mucho más flexible, dinámico y acorde con los nuevos tiempos de la globalización y la gestión necesaria de la diversidad. Frente a un modelo centrado en el Estado-nación que va quedando obsoleto, la Unión Europea se concibe como “una red descentralizada, propiedad de sus Estados miembros”2, cuya fuerza reside en que ninguno de ellos, por poderoso que sea, puede ignorar a los demás.


			La anterior aproximación elude la dialéctica entre la democracia nacional y la democracia global, considerando a ambas parte de un proyecto común. A pesar de que la ortodoxia globalista ha tendido a dar por supuesto la marginación y agotamiento del Estado, ante su impotencia y parcialidad inconsistentes con las demandas del mundo global, hay quienes desde la teoría económica y política han concebido la globalización como un ámbito de posibilidades y no sólo de límites para el Estado. Las razones que han fundado la larga trayectoria de los proyectos nacionales pueden reforzarse si éstos son capaces de adaptarse a las nuevas necesidades. Son diversas las razones que han estado en la base de la persistencia de los Estados y que dan cuenta de sus posibilidades para el futuro: el Estado sigue generando las condiciones necesarias para la existencia social y regulando los aspectos de la vida social que están centrados en el territorio; continúa siendo el modelo que representa en un grado más aceptable los ideales de autonomía y libertad política, como marco social impuesto colectivamente en el que es posible el ejercicio de la ciudadanía; constituye un contexto delimitado de interacciones capaz de generar confiabilidad y solidaridad; su soberanía en un mundo plural supone un modo de protección de la libertad humana, en el sentido de respeto a los modos diversos de organización política en función de las peculiaridades lingüísticas, culturales o históricas de las comunidades, siempre que respeten la autonomía de sus miembros. Por último, algunos argumentos pragmáticos son también esenciales: en primer lugar, el riesgo de imperialismo que anida en ocasiones en las propuestas de intervención de un Estado conforme a criterios de justicia internacional; en segundo lugar, la organización estatal continúa siendo el modo más eficiente de distribuir los deberes y responsabilidades de asistencia social y garantía de los derechos; finalmente, un Estado fuerte permite que la captación de inversiones sea compatible con el mantenimiento del gasto público destinado al bienestar social.


			Dada la relevancia de las funciones tradicionales del Estado, el ocaso de éste, junto al vigor de la economía y otros sectores sociales autónomos, asumidos como credo irrevocable por la ideología neoliberal, implicaría el arrinconamiento de la política, a falta de alternativas transnacionales reales. Pero la realidad es que el impacto de las fuerzas globales en la capacidad de actuación del Estado es muy complejo y heterogéneo y, conforme a un concepto revisado del poder estatal, el Estado debería saber encontrar en ellas los instrumentos, estrategias y relaciones de las que valerse para retener su posición de preeminencia y control. La función de dirección y supervisión de las relaciones de gobernanza es la principal responsabilidad del Estado, función que sólo él está en la actualidad en condiciones de desempeñar de modo adecuado, en cuanto que dispone de los recursos y organización necesarios y sigue siendo la instancia legitimada en mayor grado. En este sentido, los mercados, las asociaciones, la comunidad o las normas internacionales pueden entenderse como un suplemento o refuerzo a la responsabilidad de los Estados en el tratamiento de los conflictos, la consecución de un desarrollo sostenible y la consolidación de la democracia. Y la gobernanza deja de aparecer como un orden horizontal policéntrico para mostrar una asimetría en favor de aquellos actores que tienen la capacidad de orientar y controlar la actuación del resto de acuerdo con fines políticos o valores. 


			Este proceso sólo puede desarrollarse si va asociado a un cambio de percepciones y actitudes. Un cambio, en primer lugar, en la propia perspectiva o “mirada” del Estado y el resto de agentes globales que les permita concebir los problemas globales como problemas propios, abriéndose a la experiencia de los otros. Con ello, lo cosmopolita se convierte, como afirma Ulrich Beck, en una parte integral de una redefinición de lo nacional, rompiéndose la antítesis entre lo interno y lo externo y dando paso a la contaminación, la mezcla de culturas e ideas, a un cosmopolitismo arraigado.


			Y un cambio, en segundo lugar, en las actitudes, que han de adquirir una dimensión cooperativa en la comunidad cosmopolita e implicar un trato de respeto a cualquier persona, con independencia de su condición de miembro o asociado de los agentes globales. La omisión del respeto a algún sujeto supone desconocer la relevancia de algún aspecto significativo de su vida o circunstancias, reduciendo el reconocimiento de la capacidad del individuo como agente activo. En este sentido, la cooperación en la realización de las condiciones suficientes para que toda vida humana resulte satisfactoria constituye un contenido esencial de los deberes de justicia globales.


			Los problemas de justicia socioeconómica no pueden resultar ajenos a la preocupación cosmopolita, puesto que sólo la participación en una estructura transnacional justa puede justificar la asunción de responsabilidades y preferencias especiales por los agentes globales. Éstos habrán de afrontar en común las circunstancias globales de la justicia y dilucidar los principios y reglas que guíen medidas redistributivas justas para ese ámbito. Las desigualdades sociales globales son tan abruptas que han reclamado la denuncia enérgica de los cosmopolitas igualitaristas para quienes la consideración de todo individuo como fuente de pretensiones morales válidas es una razón suficiente para fundar un modelo redistributivo centrado en la efectiva igualación de todo sujeto con independencia de su nacionalidad. El principio de diferencia rawlsiano, la idea de igual consideración y respeto de Ronald Dworkin o la noción de capacidades de Amartya Sen, junto con algunas teorías del bien sustantivo que permiten hablar de igualdad de bienestar, han aportado argumentos en favor de modelos exigentes de justicia social que obligan a la reestructuración de las instituciones internacionales vigentes.


			Pero los caracteres del marco al que se dirigen condicionan el contenido de los principios de justicia y no necesariamente los mismos principios han de ser válidos en todos los niveles. En la esfera de nuestra individualidad y de nuestras lealtades particulares es donde reside el especial valor que nuestros sentimientos, actitudes o emociones atribuyen a ciertos bienes, recursos o relaciones, a los que difícilmente se puede atribuir un valor abstracto o genérico que los haga susceptibles de distribución global igualitaria. Sólo a medida que nuestros sentimientos y relaciones con los otros se vayan ampliando y generando un sentido de común pertenencia podrá ampliarse progresivamente el ámbito de nuestras preocupaciones igualitarias, vinculadas a las características estructurales y culturales de pertenencias concretas.


			Mientras tanto, los incuestionables deberes morales socioeconómicos de los Estados y el resto de agentes globales (empresas, asociaciones, organismos internacionales u organizaciones no gubernamentales) con “los extraños” quedan suficientemente fundados en argumentos prioritaristas o razones derivadas de la adecuada satisfacción de las condiciones que hacen posible la autonomía y la participación. Como argumentaciones que marcan un umbral de satisfacción que corresponde a todo ser humano, pueden constituir la base de un modelo redistributivo sumamente exigente —en mayor medida el modelo de la suficiencia— del que hacer depender la legitimidad del Estado y el orden global en el que se inserta y con el que mostrar los graves déficits de su configuración actual. Al mismo tiempo, se trata de argumentaciones que, por su carácter formal o instrumental, permiten dar cuenta de que la injusticia global actual no es sólo una cuestión de privaciones relativas, sino de insuficiente satisfacción de condiciones básicas por gran parte de la población mundial.


			A ello se añade que la cuestión de la injusticia social global no es sólo una cuestión de privaciones básicas, sino, al mismo tiempo, de estructuras de dominación y responsabilidades globales en su perpetuación. Los marginados globales no sólo quieren ser receptores de bienes que les corresponden, sino, sobre todo, agentes activos en la conformación de los principios y reglas que rigen los criterios distributivos. Como afirma Thomas Pogge, si la desigualdad económica global importa es porque traduce y contribuye a perpetuar desequilibrios de poder, en cuanto que los peor situados no tienen influencia en el diseño de las reglas globales. El desarrollo progresivo de la democracia, con los instrumentos y relaciones heterogéneas que la suplementan y refuerzan, es el que favorecerá la expansión paralela del desarrollo y la paz.


			Los límites actuales de este proceso complejo son también los límites de un constitucionalismo mundial, que habrá de desarrollarse a medida que la autoridad de las normas cosmopolitas avance hasta que, en un proceso de ampliación gradual de la comunicación e inclusión de los otros y aumento gradual de la confianza en las instituciones supranacionales, puedan resultar efectivas y considerarse jurídicamente vinculantes. La forma que ha adoptado hasta ahora la estructura institucional del ámbito global ha sido más el resultado de la combinación de una serie de factores históricos que el producto de una reflexión normativa deliberada. Lejos de momentos constituyentes de deliberación racional, el actual orden mundial se ha ido forjando al margen de diseños premeditados, o a pesar de éstos. El resultado ha sido un panorama tan alejado del “constitucionalismo de los derechos” que cabe dudar de que ambos estén presididos por un mismo paradigma.


			Algunos de los rasgos esenciales de nuestras constituciones nacionales, tales como su unidad y supremacía, han entrado en crisis en el actual contexto global de pluralismo constitucional, cuya heterogeneidad y dinamismo choca con los conceptos de la tradición constitucional y se adapta con más facilidad a los discursos postnacionalistas y pluralistas. En ellos cambia el propio sentido del constitucionalismo que, alejándose de su fundamentación garantista, se transforma en autoconciencia de la propia autonomía de cada uno de los sectores sociales, favoreciendo la heterogeneidad y desjerarquización. Además, las dificultades de organización de la democracia en el ámbito transnacional refuerzan la proliferación y eficacia de las decisiones técnicas y ejecutivas, al tiempo que hacen recaer en los jueces la ingente tarea de unificar y dar coherencia en las soluciones prácticas a la pluralidad de disposiciones normativas de muy diverso alcance y responder a las demandas conflictivas de un mundo globalizado. En la esfera global, el constitucionalismo muestra en su crudeza su incapacidad para generar discusiones políticas e instituir modos de reflexión colectiva y acción coordinada ante el hecho del disenso. Por último, el constitucionalismo transnacional no pasa de ser, en muchos casos, un modelo procedimental de ajuste entre normas en conflicto o de síntesis de normas constitucionales de sistemas distintos, primando los ideales de consistencia y coherencia sobre los principios democráticos y sociales.


			Los límites anteriores del constitucionalismo supranacional actual son la consecuencia inevitable de la coexistencia de múltiples niveles de gobierno y de agentes diversos que aspiran a un ámbito autónomo de autoridad no mediado por el resto. Sus principios no son los principios ideales de una justicia cosmopolita, sino los más realistas de la tolerancia de proyectos plurales. La primacía de un constitucionalismo mundial, de su definición de los procesos de toma de decisiones globales y sus principios distributivos igualitarios, sólo podrá ser el resultado de la consecución progresiva de un grado aceptable de integración de la sociedad global.


			El presente libro es el resultado de varios años de reflexión sobre el problema de la justicia global. Los debates sobre las categorías conceptuales y normativas heredadas por la Teoría del Derecho actual no pueden quedar ya al margen de una realidad global que nos ha traspasado. Aunque no es un trabajo sobre los nuevos modos de producción jurídica ni sobre las estructuras jurídicas resultantes, sino fundamentalmente un ensayo sobre la justicia, sus conclusiones pretenden servir de orientación al jurista perplejo que, o bien continúa encerrado en las categorías de un miope nacionalismo o bien deambula sin rumbo entre la pluralidad normativa vigente. Mi planteamiento es el de un modelo complejo de autoridad político-jurídica que se niega a aceptar un reparto horizontal heterárquico, buscando en un Estado transformado el soporte democrático y garantista que sirva como fase incipiente de un proceso de progresiva democratización global.


			El libro se divide en tres capítulos, uno primero relativo a la fundamentación de una ética global, en el que se plantea la conveniencia de una perspectiva institucional que hace preferible hablar de “justicia” en lugar de “ética” y en el que se opta por una versión parcial o arraigada de cosmopolitismo. Los otros dos capítulos están dedicados respectivamente a los problemas políticos y socioeconómicos que se plantean en el ámbito global y que, finalmente, se mostrarán estrechamente interconectados.


			El planteamiento que recorre estas páginas, como he señalado, es que lo local y lo global forman parte de un continuo y que la democracia es un proceso en el que una variedad de relaciones y agentes, en distintos niveles, se refuerzan o complementan mutuamente en grados diversos. Por ello, los términos “internacional”, “supranacional”, “transnacional” o “global” resultan muchas veces intercambiables para referirse a la situación actual. De hecho hasta hace muy poco tiempo la justicia global era entendida en general como justicia internacional que plantea un marco equitativo para las relaciones entre Estados. Entre este extremo y aquel en que la justicia global se entiende en términos de un universalismo moral de base individualista e igualitaria, el presente trabajo pretende presentar una posición intermedia, más adecuada para el momento presente, que reconoce la pluralidad de relaciones que se entrecruzan en el ámbito global y que son relevantes para los individuos, tratando de evaluarlas desde un cosmopolitismo crítico.


			


			

				

					1	“La pertenencia a una comunidad de fieles”, afirma Amin Maalouf, “sería así, en cierto modo, el particularismo más general, más universal; tendríamos que decir quizás el universalismo más tangible, más ‘natural’, más arraigado” (Maalouf, A., Identidades asesinas, Alianza, Madrid, 1999, p. 102).


				


				

					2	Leonard, M., Por qué Europa liderará el siglo XXI, Taurus, Madrid, 2005, p. 40. En un libro reciente, Julio Crespo habla de los líderes y visionarios que han ido construyendo la Unión como los “forjadores de Europa” (Crespo, J., Forjadores de Europa, grandes europeístas y euroescépticos del siglo XX, Destino, Barcelona, 2009).


				


			


		




		

			Capítulo I
EL PROBLEMA DE LA FUNDAMENTACIÓN 
DE UNA ÉTICA GLOBAL


			Vivimos en un mundo complejo para el que muchas de las categorías conceptuales que han alcanzado un alto nivel de desarrollo en la teoría moral y política resultan insuficientes o inadecuadas. Adaptar nuestras teorías a la realidad se convierte en una necesidad ineludible si deseamos evitar errores o manipulaciones ideológicas. Y ello se requiere especialmente en el complejo contexto estructural de la globalización en el que adquieren nuevo alcance y significado algunos de los conceptos morales tradicionales. La amplia literatura actual al respecto viene proporcionándonos relevantes análisis teóricos y prácticos para la reflexión y la acción sin que pueda hablarse, no obstante, de una teoría moral y política completa equiparable a la teorización que ha girado en torno al modelo del Estado-nación. Por una parte, no se puede discernir un diagnóstico unitario del propio orden global contemporáneo, de su dimensión histórica y las actuales relaciones de poder que se entretejen en la realidad económica, política y cultural actual, es decir, no hay un consenso manifiesto acerca de una teoría empírica del status quo; y, por otra parte, no existe unanimidad acerca de las propias categorías normativas aplicables, su objeto y alcance en ese contexto.


			El proyecto de una ética global sugiere, en principio, un planteamiento filosófico acerca de la fundamentación racional de normas y principios universales, trayendo de nuevo a primer plano la discusión en torno a la distinción entre universalismo y particularismo. Sin embargo, no es ésta una época excesivamente dada a la búsqueda de justificaciones y principios últimos, y, en muchos casos, la reacción frente al pluralismo del orden social globalizado viene siendo una tendencia a reemplazar cualquier fundamentación filosófica de una moral universal por una concepción pragmática que prioriza el debate político sobre el filosófico.


			Una fundamentación filosófico-universalista de la ética global constituye un tipo de razonamiento que puede ser muy exigente en sus consecuencias, pero que se considera un a priori necesario para abordar el problema de la justicia en el ámbito global3. Desde esta perspectiva, la posibilidad de determinar las condiciones morales y políticas que han de ordenar la sociedad global depende de la posibilidad de una fundamentación racional autónoma de una ética universal. Y esta tarea filosófica no se reduce a una propuesta teórica de interés académico, sino que se considera esencial para afrontar fundadamente los grandes desafíos de la realidad global actual. Junto a las recurrentes apelaciones al pragmatismo o al escepticismo ante la deteriorada situación internacional, algunas voces autorizadas de la filosofía moral y política contemporánea siguen reclamando como posible y necesaria una fundamentación última de las normas morales que privilegie la razón sobre la injusticia. La obra de Kart-Otto Apel viene siendo desde finales de la década de los sesenta un intento serio de fundar e implementar una ética global universalmente válida que atienda a las necesidades de la situación de globalización.


			I.	Algunas posibilidades de fundamentación racional de una ética universal


			1.1. Una ética del discurso como ética de la corresponsabilidad


			La ética del discurso se presenta como un modelo de reflexión racional de carácter pragmático-trascendental que busca la reconstrucción de los presupuestos necesarios de la argumentación intersubjetiva. La validez de tales presupuestos es, por un lado, culturalmente independiente, pero, por otro, no tiene carácter metafísico o dogmático. Son descubiertos como “irrebasables” en la posible reflexión del que argumenta que no puede negarlos sin cometer una autocontradicción performativa. Estos presupuestos incluyen las normas procedimentales del discurso, siendo el principio ético básico que Apel reconstruye el de la exigencia de intentar la resolución de conflictos de intereses mediante el intercambio dialógico argumentativo orientado a la obtención de consenso. Pero no meramente el consenso de los que participan en el discurso fáctico sino el de todos los posibles afectados por las consecuencias de los cursos de acción sobre los que se decide (principio del consenso contrafáctico de un discurso ideal)4.


			Los principios regulativos de la ética del discurso no están prescritos por las convenciones particulares de la tradición democrática occidental puesto que, en todo caso, han de ser confirmados por la reflexión trascendental. Por ello, la posibilidad de una fundamentación de la ética universal depende de una actitud tan crítica respecto del peligro del centrismo cultural como de la tentación a la capitulación de la razón ante el relativismo o el particularismo. Precisamente por ello la razón filosófica puede servir para defender la legitimidad de la democracia occidental en los discursos intersubjetivos5.


			Sin embargo, Apel reconoce las dificultades de la aplicación de la norma básica de la ética del discurso, y admite que bajo circunstancias empíricas sólo puede funcionar como un principio regulativo que admite restricciones pragmáticas y exige el recurso a razones especiales para cada restricción necesaria. En situaciones en que no es posible la aplicación directa del principio porque no todas las partes en un conflicto están preparadas para compartir los procedimientos discursivos de la formación del consenso, estamos compelidos, no obstante, por razones de responsabilidad moral a colaborar en la configuración y transformación de las instituciones sociales, de modo tal que favorezcan la implementación de la moralidad. Apel propone lo que ha denominado una “parte B” de la ética6 en la que la no aplicación inmediata de los principios básicos se compensa en la asunción de una nueva responsabilidad por las consecuencias, introduciéndose de este modo instrumentos de carácter teleológico. El desempeño de esta “ética de la responsabilidad” propuesta en la “parte B” admite compatibilizar los métodos consensual-comunicativos con el uso de “recursos estratégicos”, esto es, con un uso funcional de la razón. Tales prácticas estratégicas, no obstante, se han de orientar no sólo a la función de administración de la crisis, sino a colaborar en la configuración de las condiciones institucionales para la aplicabilidad del principio.


			En nuestra época tal compromiso se requiere especialmente en el contexto internacional donde resulta evidente la dificultad de una aplicación directa de la ética del discurso ante la ausencia de procedimientos inspirados en el ideal regulativo. El proyecto de establecer un orden jurídico-político cosmopolita contrasta con una realidad en la que ni siquiera están presupuestas las condiciones discursivas y sobresale el conflicto entre sistemas sociales regidos por reglas de autoafirmación estratégica. El problema de la organización de la responsabilidad solidaria por las consecuencias en la situación de globalización hace necesaria la cooperación en el ámbito internacional, pero no se puede presuponer razonablemente que todos los agentes estén dispuestos a resolver los conflictos conforme a las reglas del discurso práctico. Las decisiones al respecto habrán de ser tomadas por todos los que son corresponsables de la promoción y configuración de la institucionalización de discursos prácticos en función de su respectiva competencia, de acuerdo con la siguiente máxima: “tanto recurso a procedimientos estratégicos (por ejemplo, amenaza de revancha y semejantes) como sea necesario , tantos esfuerzos en el sentido de un punto de apoyo previo en mecanismos consenso-discursivos de solución de conflictos (por ejemplo, “medidas generadoras de confianza”), como sea posible”7. En último término, tal máxima viene siendo reconocida implícitamente en la multitud de conferencias y discusiones públicas globales actuales y en la pluralidad de denuncias de responsabilidades que se producen en el ámbito de la Política, la Economía, el Derecho, la Ciencia y la Técnica, que, aun cuando consisten fundamentalmente en interacciones de tipo estratégico, están todos ellos orientados a averiguar la aceptabilidad de las consecuencias de nuestras acciones y acuerdos colectivos8.


			La pretensión contemporánea de separación entre la ética y la política, derivada de la creencia en la irrelevancia práctica de la ética para solucionar los conflictos en la era de la globalización, puede ser superada, en opinión de Apel, poniendo de manifiesto esta relevancia normativa de una ética de la responsabilidad. El político responsable sólo ha de seguir el imperativo de la norma ideal de la ética en la medida en que no menoscabe su obediencia al imperativo ético de resguardar y proteger la realidad que le ha sido confiada. Pero de la propia dialéctica entre ambas normas —la norma del proceder de una comunidad ideal de diálogo y la norma autoafirmante de la comunidad política real— surge la fundamentación de la ética de la responsabilidad. Consiste en una estrategia a largo plazo que permite actuar de modo teleológicamente racional en relación con quienes no es posible una decisión consensual. Lo que diferencia este modelo de responsabilidad de una racionalidad técnica, estratégica y valorativamente neutral es que no está desligada del ideal fundamental, en cuanto que conlleva la obligación de cooperar en la reforma de las relaciones existentes, disminuyendo la tensión entre la norma ideal de solución consensual de conflictos y la realidad política. Así, la evaluación ética de las consecuencias ha de incluir la valoración del esfuerzo por transformar a largo plazo las situaciones reales para aproximarlas a las condiciones ideales9.


			En este contexto, se fundamenta un modelo de responsabilidad compartida que va más allá del modelo tradicional de la filosofía moral y que pretende servir de base a un concepto de justicia global. En conflicto con la responsabilidad individualmente atribuible en función de la distribución de deberes en el marco de las instituciones y convenciones existentes, la reflexión pragmático-trascendental brinda el fundamento de una responsabilidad solidaria en la identificación y solución discursiva de los problemas que trascienden las instituciones vigentes, buscando modelos de implementación del principio discursivo. Tal concepto de responsabilidad puede compensar o servir a la crítica de la legitimación de los sistemas institucionales existentes. Es este modelo de corresponsabilidad el que constituye el contenido de una ética universal válida para los requerimientos normativos de la presente situación de globalización en la concepción moral de Karl-Otto Apel.


			1.2. El eterno cosmopolitismo


			Como en el pensamiento de Apel, el actual contexto de la sociedad global ha brindado renovado aliento al sueño moderno de alcanzar una civilización universal fundada sobre presupuestos normativos objetivos o, al menos, una moral universalmente válida para la solución de los problemas comunes de la humanidad. El trasfondo cosmopolita que invadió el pensamiento occidental desde la cristiandad renacentista hasta la Europa ilustrada10, vuelve a encontrar en la actual interdependencia global una base apropiada para el desarrollo de justificaciones universalistas. Bien es cierto que en el momento presente el cosmopolitismo, que encuentra una ocasión señalada para fundar iniciativas de vida comunitaria internacional, se encuentra, en expresión de Norbert Bilbeny, “bajo sospecha” ante un mundo de estados, culturas e identidades hegemonistas, el miedo al desarraigo y los efectos desestabilizadores de las amenazas y riesgos globales que impulsan a replegarse hacia lo particular11.


			El cosmopolitismo no debe considerarse, sin más, la ideología o cultura del actual fenómeno de la globalización, aunque para algunos de sus críticos sirve de base legitimadora del orden político y económico hegemónico12. El cosmopolitismo es algo más complejo que contiene no sólo una teoría ética y política, sino una actitud y una estética propias. Se caracteriza por una disposición de apertura al mundo y a lo diferente, que permite al individuo observar las otras culturas, etnias o pueblos como si fueran suyas, y las suyas como si fueran otras; que le permite imaginarse en el lugar del otro en su comunicación con él, procurando entrar en su mente, y, al mismo tiempo, es capaz de adoptar una actitud crítica respecto a la misma. A los efectos de este trabajo se podría delimitar el contenido del cosmopolitismo a partir de un sustrato normativo que obliga a adoptar un enfoque y un compromiso ético y político universalista. Tal sustrato se compone fundamentalmente de dos ideas13: la primera de ellas, que se remonta al pensamiento estoico griego y romano, es la relativa a la pertenencia de todo individuo primero y ante todo a una comunidad humana común debido al igual valor moral de cada persona. Al otorgar relevancia moral a la común humanidad se subraya la necesidad de que ninguna persona sea excluida de nuestra incumbencia moral. Todo ser humano participa, además de en su comunidad local, en una comunidad más amplia de ideales humanos. De ésta última es de la que emanan primariamente nuestras obligaciones morales. El tratamiento y resolución de los problemas colectivos debe atender a lo que es común a todas las personas como ciudadanos de un solo mundo; de ahí que las principales responsabilidades morales sean las que derivan de las necesidades generales. Y, en segundo lugar, la idea kantiana de principios de la razón que garanticen la imparcialidad en las decisiones públicas. Desde el pensamiento ilustrado, la participación en la sociedad cosmopolita se concibe como la capacidad de intervenir en un diálogo abierto y no coaccionado que someta a crítica las relaciones y prácticas particulares sobre la base de un concepto universal de ciudadanía. Retomando el pensamiento de los estoicos, Martha Nussbaum expresa ambas ideas al afirmar que “debemos reconocer la humanidad allá donde se encuentre, y conceder a sus ingredientes fundamentales, la razón y la capacidad moral, nuestra mayor lealtad y respeto”14.


			El cosmopolitismo interesa no sólo a sociólogos y teóricos políticos, sino también a filósofos preocupados por desentrañar sus posibilidades ante la realidad de la globalización, tanto desde el punto de vista de una teoría de la justicia como desde el punto de vista de un concepto de identidad. En relación con la justicia, la filosofía cosmopolita parte del ideal moral de la igual consideración moral de todo individuo con independencia de sus vínculos y filiaciones particulares construyendo a partir de ese ideal las condiciones y principios que lo hacen efectivo en forma de obligaciones morales. En relación con la identidad, la filosofía cosmopolita niega que la pertenencia a una cultura, etnia, territorio o nación particular sea constitutiva de la identidad de una persona y condición para su autonomía y sostiene que nuestra identidad responde en gran medida a la llamada de la razón que remite a nuestra común pertenencia a la especie humana15. En ambas dimensiones, el cosmopolitismo implica un compromiso con el universalismo ante la dialéctica de lo global y lo local. Con independencia de sus distintas concepciones, representa un compromiso con una esfera común de pertenencia —el mundo, la cosmópolis16—, que se antepone o es prioritario a otras filiaciones.


			Un modelo de cosmopolitismo que podemos llamar “estándar” o “clásico”, heredado del estoicismo y el pensamiento ilustrado, concibe tal dialéctica como antítesis: el mundo y la patria como dos esferas distintas y opuestas entre sí. Por una parte, la gran esfera de lo global, lo universal, lo abstracto y racional; por otra, la esfera de lo local y las particularidades, los sentimientos y lealtades concretas y personales. La solidaridad con la humanidad tropieza con los vínculos y filiaciones particulares carentes de una fundamentación autónoma. Desde un punto de vista moral, la lealtad al mundo, a la humanidad, es el fundamento propio de todo principio normativo17. La moral individualista e igualitarista cosmopolita se concibe como la fuente única de valor en el sentido de que cualquier otro compromiso moral sólo se puede justificar por referencia a los principios cosmopolitas y carece de fundamento independiente. Lo cual no implica que los lazos particulares sean siempre moralmente irrelevantes, sino que su fuerza moral deriva de los mismos principios y razones que son el contenido de la justicia cosmopolita. Los vínculos y compromisos particulares pueden fundarse o bien en su utilidad para la consecución de los fines cosmopolitas, es decir, las obligaciones especiales son consideradas como estrategia eficiente para alcanzar las obligaciones generales; o bien pueden fundarse en su carácter derivado de principios tales como la reciprocidad o la imparcialidad, entendiendo las lealtades particulares como parte constitutiva del compromiso con la totalidad18.


			Este cosmopolitismo extremo, propio de una concepción racionalista y humanista, se presenta como un ideal demasiado abstracto y, por ello, incapaz de generar emociones y pasiones necesarias para el debate político19. Benedict Anderson, en su conocida defensa del nacionalismo, afirma que la nación ha ocupado el lugar de la religión y se ha convertido en “el valor más universalmente legítimo en la vida política de nuestro tiempo” porque las personas están dispuestas a morir por él, mientras que nadie está dispuesto a tal sacrificio extremo a favor de instituciones supranacionales20. Y Richard Rorty viene manifestando que la humanidad común es una fuerza demasiado débil para generar solidaridad21. Pero el desacuerdo con este cosmopolitismo no sólo proviene de razones emotivas, psicológicas y prácticas, sino también filosóficas, relativas al pluralismo ético y la relevancia moral de la pertenencia a comunidades particulares.


			En la literatura actual se ha ido abriendo paso un cosmopolitismo comprometido con la diversidad y el pluralismo que trata de superar este antagonismo clásico transformándolo en complementariedad: lo heterogéneo no sólo no es descartado, sino que es considerado la base de la valoración de toda la humanidad. Para este cosmopolitismo, la perspectiva imparcial y no comprometida se conjuga con una permanente actitud de observación y reflexión crítica, abierta al conocimiento de lo diferente y a la experiencia de lo nuevo, siendo ambas actitudes las que pueden convertirlo en un punto de vista más adecuado para abordar y respetar la diversidad del mundo. En el extremo opuesto al modelo estándar, un cosmopolitismo con tales características no niega la independencia normativa de las obligaciones y filiaciones especiales, y, en este sentido, afronta más adecuadamente las críticas que habitualmente se le dirigen por su carácter desarraigado y abstracto y su disposición a servir de expresión al imperialismo político.


			Concebido como lealtad primaria a la humanidad en su conjunto, el cosmopolitismo concibe “lo universal” como abstracto e independiente de vínculos y filiaciones y, como tal, se convierte en un postulado y un ideal con un contenido indefinido. Se trata de una definición de universalidad que trasciende el concepto anterior de consenso ideal o real para suponer una comunidad de aspiraciones y valores comunes a los que se dota de contenido racionalmente; esto es, no tienen un carácter transcultural sino supracultural, al margen y por encima de las culturas, tradiciones y convenciones particulares. Es frente a esa razón abstracta, carente de significación práctica, frente a la que muchas voces reclaman contraponer un modelo de cosmopolitismo “arraigado”22, “vernáculo”23 o situado24, para el que el compromiso con el cosmopolitismo se funda en criterios particulares más que en razones universales. Pero tal concepción del cosmopolitismo representa un modelo más realista y pragmático de solución del problema global y una concepción distinta de lo universal.


			1.3. El enfoque de las capacidades 


			Martha Nussbaum ha tratado de recuperar la tradición del iusnaturalismo clásico (el estoicismo griego y romano, Hugo Grocio y Samuel Pufendorf) derivando de las ideas de dignidad y sociabilidad humanas un modelo normativo que sea válido para el ámbito internacional y que supere las carencias de la concepción de la cooperación de las teorías del contrato social. Su aproximación a una teoría de la justicia global trata de superar las limitaciones que implican las premisas de las propuestas contractualistas, en especial su concepción de la cooperación social como un contrato para el beneficio mutuo entre partes aproximadamente iguales e independientes. Su propuesta es recuperar la tradición de Grocio y otros iusnaturalistas y centrar el fin de la cooperación social no sólo en el beneficio recíproco, imposible en la desigualitaria esfera global, sino también en la solidaridad.


			El “enfoque de las capacidades” de Martha Nussbaum es un enfoque universalista que presupone, de forma intuitiva, que las capacidades son importantes para que todas las personas puedan vivir una vida plenamente humana. Parte de una concepción intuicionista de la dignidad humana que no se limita a la idea kantiana de la racionalidad de la persona, sino que pretende proporcionar una noción más compleja de base aristotélica de una vida valiosa y de la inviolabilidad de la persona, para la que la base del respeto a cada persona reside en la dignidad misma de nuestras necesidades plurales. La idea principal no es tanto la de la propia dignidad, sino la de una vida acorde a la dignidad humana, y esta vida está constituida por las capacidades para vivirla (lo justo y lo bueno aparecen completamente interrelacionados). Pero, al mismo tiempo, Nussbaum califica a su enfoque de “discursivo” y afirma que puede concitar un amplio acuerdo intercultural25, al respetar el hecho del pluralismo, siendo la aceptabilidad relevante para la justificación tanto por razones de estabilidad como de respeto. Precisamente, una de las ventajas de emplear el lenguaje de las capacidades en lugar del de los derechos, según la autora, es que el primero no está vinculado a una tradición cultural o histórica concreta y, por ello, se adapta mejor al hecho del pluralismo. El elenco de capacidades que cita Nussbaum26 no constituye un a priori racionalmente determinado, sino una lista abierta y sujeta a una revisión y un replanteamiento constantes. De ahí que esté formulado en términos abstractos y generales, para que sea cada sociedad política la que delibere y le atribuya contenido específico en virtud de su historia y cultura. El elenco, además, tiene una finalidad estrictamente política y no recurre a ideas metafísicas que varían en función de la cultura y la religión27. Por último, el enfoque de las capacidades está diseñado para centrar la acción política no en el funcionamiento adecuado de las acciones vinculadas a cada capacidad, sino en la libre elección del mismo en la medida en que estén suficientemente garantizadas28.


			La diferencia principal del enfoque de Nussbaum con el contractualismo rawlsiano reside en que es una teoría orientada al resultado y no a la adecuación de la estructura procedimental para lograr principios morales correctos. Su enfoque parte de una concepción independiente del bien cuyo valor puede ser evaluado con independencia de procedimientos discursivos, aunque reserve un espacio amplio para el acuerdo razonable. Nussbaum considera que esta diferencia básica en la estructura teórica condiciona los resultados normativos que pueden derivarse de ambos enfoques para el problema que estamos abordando. Las condiciones procedimentales de Rawls implican limitaciones al modo en que sus principios pueden aplicarse para modelar una justicia global, fundamentalmente su concepción de la libertad como capacidad de realizar elecciones morales racionales y su premisa de la igualdad aproximada de los individuos que se unen para obtener un beneficio mutuo. No obstante, según Nussbaum, las limitaciones morales que Rawls impone a los principios políticos elegibles convierten su teoría en un modelo de justicia social a tener en cuenta en el diseño de una justicia global.


			1.4. El contrato global


			Algunos de los más relevantes cosmopolitas de nuestros días adoptan el enfoque contractualista para presentar un modelo de justicia global que propone estructuras justificadas de relaciones sociales globales a partir de la libertad e igualdad individuales. Comparten con Nussbaum su compromiso ambicioso con la dignidad y solidaridad humanas que exige atender a las desiguales circunstancias de las personas en un mundo injusto. Ello les lleva consciente o inconscientemente a una concepción del contrato diferente de la de John Rawls, para la que el fin de la cooperación no es ya el beneficio mutuo entre personas caracterizadas por una igualdad aproximada, sino la solidaridad en un sentido más amplio y para la que los bienes primarios no se reducen a los ingresos y riqueza.


			Consideran que las mismas razones que fundamentan, en general, que las personas no deben tener peores oportunidades o expectativas en virtud de su identidad cultural o estatus (etnia, raza, credo, clase o estatus social) implican, al mismo tiempo, que es moralmente objetable que las expectativas de un individuo dependan de su nacionalidad29. La diferencia en la nacionalidad es un hecho contingente, moralmente arbitrario, por lo que resulta difícil justificar la enorme relevancia que se le atribuye en la actualidad en la distribución de cargas y beneficios sociales. El fundamento de esta afirmación radica en la tesis central del cosmopolitismo moral para el que el individuo es el agente moral último, con intereses propios fundamentales que deben ser objeto de preocupación moral de modo directo y universal. Ello implica que los principios de justicia se deben aplicar por igual a todos los individuos al margen de las fronteras y, por tanto, que las desigualdades sociales entre personas de diferentes Estados han de ser objeto de crítica moral.


			Autores como Brian Barry, Charles Beitz, Thomas Pogge, o David Richards30 han analizado la posibilidad de idear una posición original global en la que sean los individuos los que estén representados —y no entidades colectivas, como los “pueblos” del Derecho de gentes de Rawls— y en el que el sistema relevante sea el mundo en general. Tales autores sostienen que un compromiso coherente con una concepción de la justicia del tipo de la de Rawls implica que la elección de los principios de justicia global, igual que la de los principios para el ámbito estatal, debe tener como fin último los intereses de orden superior de los individuos y no de las comunidades en que se integran. Conforme a esta construcción rawlsiana revisada, los dos principios de justicia de A Theory of Justice se aplicarían entre todos los individuos a través de las fronteras y no sólo en el seno de una nación. En este sentido, sería aplicable un catálogo amplio de derechos y libertades que supera ampliamente el estricto esquema rawlsiano de El Derecho de gentes y se exigiría la garantía de que los beneficios socioeconómicos se distribuyan del modo que mejore la situación de los menos favorecidos del mundo.


			La extensión de la filosofía rawlsiana al contexto global representa una aproximación institucional a los problemas de desarrollo, pobreza y desigualdad que cuestiona el orden vigente. Desde esta perspectiva, la justicia global no se ocupa directamente de las acciones internacionales de agentes concretos —individuos, empresas, organizaciones no gubernamentales, Estados—, sino, fundamentalmente, de la estructura del contexto institucional global en el que interactúan tales agentes31. Una concepción institucional postula principios de “segundo orden”, es decir, principios que no se aplican directamente a la conducta de las personas o grupos, sino que constituyen criterios para enjuiciar las reglas y prácticas que regulan las interacciones humanas32. Por ello se habla de una justicia global y no de una ética global.


			Una aproximación exclusivamente institucional a los problemas de justicia global presenta, no obstante, dos limitaciones importantes: en primer lugar, los individuos pueden verse liberados de obligaciones por el hecho de participar en instituciones justas. Una teoría de la justicia global completa debería contener principios relativos a la conducta de los principales agentes internacionales que complementen los principios referidos a las instituciones. En segundo lugar, su aplicabilidad es contingente, en cuanto que depende de la emergencia de instituciones sociales. Allí donde no existan tales instituciones todo estaría permitido al modo de un estado de naturaleza y la única exigencia moral sería la relativa a la creación de un esquema institucional. En este sentido, una moralidad global dependerá de la emergencia de una estructura institucional global que dé origen a deberes globales derivados de la participación en la misma. La mera vigencia de una estructura global implicaría la existencia de deberes de justicia por parte de quienes participan en ella con independencia de sus conductas particulares33.


			Los intentos de globalizar la teoría de la justicia de Rawls parten de la constatación de que existe una estructura básica global que, como la estructura básica de las sociedades estatales, tiene importantes efectos en las expectativas de los individuos y los grupos y, por tanto, debe ser objeto de la justicia. En concreto, Pogge ha señalado que el contexto propio para el desarrollo de una justicia global viene dado por los tres hechos siguientes relativos a la interdependencia entre las sociedades: a) Los pueblos deben compartir el mismo planeta con sus recursos limitados; b) la historia común de la aparición de los pueblos y territorios nacionales está repleta de agravios e injusticias; y, c) los pueblos existentes interaccionan en el marco de un mismo esquema global de instituciones políticas y económicas que tienden a producir y reproducir patrones de desigualdad y privación34. Por ello, dado que la estructura básica existente en el ámbito global produce privaciones y desigualdades extremas, quienes participan en ella tienen el deber moral de diseñar y promover reformas en favor de modelos institucionales globales alternativos.


			Beitz, Pogge o Buchanan, entre muchos otros, han constatado el error de seguir concibiendo a los Estados como unidades económicamente autosuficientes y distributivamente autónomas y sostienen que la actual interdependencia global es una circunstancia básica de la justicia global35. Los elementos que conforman la estructura básica global están muy lejos de constituir una estructura centralizada. El carácter policéntrico de la globalización genera un contexto de agentes desiguales no liderados por una fuente dominante (la Economía, la Política, etc.), sino dispersos en una pluralidad de sectores autónomos que se constituyen separada y parcialmente de modo asimétrico (Estados-nación, organizaciones internacionales, empresas, sindicatos, corporaciones de intereses, organizaciones no gubernamentales e individuos). No obstante, esa estructura heterogénea determina las expectativas no sólo de los individuos y grupos, sino de los propios Estados y su capacidad económica y distributiva.


			Entre los elementos que conforman esa estructura global algunos de los más relevantes tienen naturaleza económica, fundamentalmente en forma de acuerdos económicos regionales e internacionales y regímenes financieros y comerciales internacionales36. La existencia de una estructura económica global es ampliamente asumida y analizada por la teoría contemporánea bajo rúbricas relativas a la globalización, la dependencia estructural y la economía del desarrollo, que vienen estudiando la influencia de las estructuras globales en el bienestar individual. Pero las raíces estructurales de la injusticia global van más allá del ámbito estrictamente económico. En el ámbito global viene entretejiéndose una trama jurídico-política compleja, integrada por instituciones y agencias internacionales y regionales y tratados asumidos en su seno, pero confiados en su aplicación, en gran medida, al propio Derecho interno de los Estados. Junto a ellos, hallamos normas de tipo muy diverso, como declaraciones exhortatorias y de grandes principios, redactadas en términos vagos y respaldadas por sanciones difusas (soft law), o normas de cooperación entre los agentes comerciales elaboradas al margen de los Estados (nueva lex mercatoria) y cuya aplicación es dejada en cierto modo a la voluntad de los actores. Estos tipos normativos resultan insuficientes para realizar en el ámbito global el ideal de la juridificación de la política mundial y contribuyen, sin embargo, a la perpetuación de un orden más centrado en la coordinación y la negociación entre intereses particulares que en el gobierno y prescripción de conductas, más de redes privadas transnacionales que de normas, beneficiando, una vez más, a los agentes globales más poderosos que tratan de sacar provecho propio de la vaguedad y aplicación descentralizada de estas ordenaciones37. Junto a tales estructuras económicas y político-jurídicas, la conciencia colectiva de asuntos sociales globales ha ido haciendo emerger una red de iniciativas transnacionales privadas y voluntarias a la que se denomina “sociedad civil global”, que está integrada por organizaciones y movimientos de muy diversos objetivos. En algunas de sus versiones, estas redes pretenden lograr la emancipación política ciudadana y la deliberación crítica ante las deficiencias de las estructuras institucionalizadas, pero, como cualquier fenómeno social, estos movimientos de contestación pueden adoptar una multiplicidad de formas y proyectos, no todos ellos igualmente aceptables. Y, en todo caso, aunque la presión y denuncia que ejercen los movimientos y organizaciones efectivamente comprometidos con la defensa de los derechos y la participación pueda impulsar la democratización del contexto global, resulta claramente insuficiente.


			De la existencia actual de este marco institucional, mucho más complejo de lo que he esbozado, resulta evidente para el contractualismo internacional que son muchas y diversas las instituciones sociales globales que tienen responsabilidad en la permanencia de un orden injusto. Su modelo de justicia global se ofrece, por tanto, como una propuesta exigente y alternativa a la interpretación tradicional de las relaciones internacionales, para la que el mundo social está compuesto por individuos, no colectividades, y que establece que la determinación de los principios que han de regir la interacción de los agentes globales debe partir de la consideración de los intereses fundamentales de las personas. Su base contractualista, que apela a la mutua justificación de los principios aplicables globalmente, no se emplea para confinar la teoría a un compromiso asociado al beneficio mutuo, sino que sirve de fundamento para un compromiso ambicioso con la justicia social internacional y la superación de las actuales estructuras jerárquicas de poder. En este sentido, estos contractualistas tienden a apartarse de la versión clásica del contrato e introducen una teoría del bien o de los derechos que funda un sentido sustantivo de bienestar. El propio Pogge ha desarrollado su modelo hacia una concepción de los derechos humanos que reconoce ciertas necesidades humanas universales, aunque sigue hablando de su aceptación global y de la relevancia de restricciones estructurales a la teoría moral38.


			Thomas Scanlon es autor de un modelo de “contractualismo ético” que otorga un peso relevante a una teoría sustantiva del bien. En su intento por justificar qué es lo que hace que ciertos bienes hagan que la vida sea mejor, y derivar de ello nuestros deberes morales generales, rechaza las fundamentaciones basadas en la utilidad o el deseo, pero, al mismo tiempo, es consciente de que la idea del acuerdo por sí misma es insuficiente para generar una idea del bien. Parte de un modelo contractualista de justificación moral conforme al que los argumentos en favor de una acción se basan en principios que quepa razonablemente esperar que sean aceptados por otros sobre bases que ellos no podrían rechazar razonablemente39. Una persona puede razonablemente rechazar un principio cuando: a) la aceptación general de ese principio causaría a esa persona serias privaciones, y b) hay principios alternativos cuya aceptación general no conllevaría cargas comparables para nadie. En consecuencia, para decidir si un principio dado puede rechazarse razonablemente se necesita una cierta interpretación de los términos “serias privaciones” y “cargas comparables”. “Y así es”, dice Scanlon, “como la noción de bienestar individual hace su aparición fundamental en la argumentación moral contractualista”40.
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